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RESUMEN
El objetivo general que guía la construcción y sistematización de las ideas que se articulan en este trabajo, apunta a resaltar la 
necesidad W Nertinencia asğ coKo identificar Dactores coadWuvantes W liKitantes acerca del uso social, Hurğdico W Nolğtico de la 
jurisprudencia constitucional como instrumento de innovación social y desarrollo a través del sistema de justicia, en el contexto de 
la institucionalización del conjunto de paradigmas emanados del Texto Fundamental de 2008: el Estado constitucional de derechos 
y justicia, el neoconstitucionalismo, la constitucionalización del ordenamiento jurídico, la constitucionalización de la justicia y 
la democracia constitucional, y con sujeción a la premisa respecto de la cual el Derecho surgido a partir de la Constitución de 
Montecristi, que es un Derecho que deviene constitucionalizado en su integralidad, encierra un enorme potencial emancipatorio y es 
caNaX, @aHo deterKinadas condiciones Fistóricas, sociales W Nolğticas, de NroKover transDorKaciones DundaKentales en la sociedad. 
En esta lğnea de NensaKiento, se Nostula coKo idea central Oue la HurisNrudencia constitucional, elevada a la cateEorğa de Duente 
directa del ordenamiento jurídico patrio, es un elemento de innovación social y de desarrollo si y sólo si se le da el uso social, jurídico 
y político que entraña el Texto Fundamental. La jurisprudencia constitucional, en el nuevo Estado constitucional de derechos y justicia 
diseñado por la Constitución es un potente instrumento social, político y jurídico en manos de los jueces y de la ciudadanía, para 
Davorecer los caK@ios W las innovaciones sociales en deKocracia Oue coKNorta el NroWecto Nolğtico transDorKador contenido en la 
Carta de Montecristi.
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“La Constitución es simplemente un papel que ha sido fuente de frustración durante 
mucho tiempo. Varios derechos han sido incluidos pero los pueblos continúan siendo 
excluidos, empobrecidos, invisibilizados y oprimidos. Estamos ante un nuevo tipo de 
constitucionalismo que implica un proyecto político de país diferente, otra forma de 
cultura, de convivencia, de territorialidad, de institucionalidad del Estado”.

-Boaventura de Sousa Santos-

INTRODUCCIÓN
La República del Ecuador experimenta un proceso de hondas transformaciones en su insti-
tucionalidad jurídico política a partir del proceso constituyente que hizo posible la entrada 
en vigencia de la Carta Constitucional de 2008, y con ella, un nuevo modelo de Estado, el 
Estado constitucional de derechos y justicia, y un nuevo tipo de Derecho, el Derecho cons-
titucionalizado de los valores, los principios, los derechos, las reglas, la ponderación y el 
pluralismo jurídico.

En efecto, dicha Constitución implicó la entrada del Ecuador al neoconstitucionalismo, 
que asume un modelo de organización jurídico política denominado Estado constitucional, 
centrado en el principio de supremacía constitucional, la vigencia de los derechos funda-
mentales y el principio político democrático de soberanía popular, instituye un tribunal 
especializado para la interpretación y concreción de los preceptos y postulados superiores, 
la Corte Constitucional, cuyas decisiones son vinculantes como órgano facultado para la 
producción de normas jurídicas de obligatoria aplicación.

Las decisiones de la Corte Constitucional, de forzoso e inexorable cumplimiento, ma-
nifestadas a través de su jurisprudencia, y concretamente, del precedente constitucional, 

ABSTRACT
TFe Eeneral o@Hective tFat Euides tFe construction and sWsteKatiXation oD tFe ideas tFat are articulated in tFis UorI, aiKs to FiEFliEFt tFe need 
and Nertinence as Uell as identiDW contri@utinE and liKitinE Dactors on tFe social, leEal and Nolitical use oD constitutional HurisNrudence as an 
instruKent oD social innovation and develoNKent tFrouEF tFe Hustice sWsteK, in tFe conteVt oD tFe institutionaliXation oD tFe set oD NaradiEKs 
eKanatinE DroK tFe �008 FundaKental TeVt: tFe constitutional State oD riEFts and Hustice, neo�constitutionalisK, tFe constitutionalisation oD 
tFe leEal sWsteK, tFe constitutionalisation oD Hustice and Constitutional deKocracW, and su@Hect to tFe NreKise resNect oD UFicF tFe arisinE 
laU DroK tFe Constitution oD Montecristi, is a riEFt tFat @ecoKes constitutionaliXed in its entiretW, contains an enorKous eKanciNatorW 
Notential and is caNa@le, under certain Fistorical, social and Nolitical conditions, to NroKote DundaKental transDorKations in societW. In tFis 
line oD tFouEFt, it its Nostulated as tFe central idea, tFat constitutional HurisNrudence, elevated to tFe cateEorW oD direct source oD tFe leEal 
sWsteK, is an eleKent oD social innovation and oD develoNKent, iD and onlW iD it is Eiven tFe social, leEal and Nolitic use tFat is involved in tFe 
DundaKental teVt. Constitutional HurisNrudence, in tFe neU State oD riEFts and Hustice desiEned @W tFe constitution is a NoUerDul social, Nolitic 
and leEal instruKent in tFe Fands oD HudEes and citiXens, to Davor cFanEes and social innovations in deKocracW, tFat is involved in tFe Nolitical 
transDorKative NroHect contained in tFe Political transDorKative contained in tFe CFarter oD Montecristi.

PALABRAS CLAVE: Constitutional JurisNrudence, Social Innovation and DeveloNKent, Constitutional RiEFts, Constitutional 
DeKocracW, AdKinistration oD Justice, CitiXensFiN.
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transforma la estructura del sistema de fuentes del derecho, tradicionalmente basado en la 
fuerza monopólica de la ley.1 El nuevo modelo establece la sujeción de los jueces, a la jurispru-
dencia constitucional, por lo que éstos deben interpretar, aplicar y argumentar el derecho 
no sólo con arreglo a la ley, sino fundamentalmente, en consonancia con la Constitución y 
la jurisprudencia emanada del máximo órgano de control, interpretación y administración 
de justicia en materia constitucional, la Corte Constitucional, órgano de cierre del sistema.2

Bajo la premisa de que el derecho surgido a partir de la Constitución de 2008 entraña 
un enorme potencial emancipatorio y es capaz, bajo determinadas condiciones históri-
cas, sociales y políticas, de promover transformaciones fundamentales en la sociedad,3 el 
presente ensayo postula como idea central que la jurisprudencia constitucional, elevada 
a la categoría de fuente formal y directa del ordenamiento jurídico, es un potente elemen-
to de innovación social y de desarrollo sí y sólo sí se le da el uso social, jurídico y político 
implícito en el Texto Fundamental.

Sin duda, se trata de cambios cualitativos de gran calado que se están verificando en la 
cultura jurídica nacional, que hace que los juristas debamos aprender a operar bajo estos 
nuevos paradigmas y necesitemos, en primer lugar, de un enfoque hermenéutico que 
dé cuenta, desde la perspectiva descolonizadora del poder4 y del potencial emancipatorio 
del derecho,5 la utilización social, jurídica y política de la jurisprudencia constitucional 
(Ávila, 2013), como elemento de innovación social, en el contexto de la nueva institucio-
nalidad jurídico política que sobrevino como resultado del proceso constituyente que dio 
lugar a la Carta de 2008.

Mediante el uso social de la jurisprudencia constitucional, es posible conservar 
las conquistas sociales y asegurar las transformaciones estructurales en una sociedad 
profundamente inequitativa, aumentar los niveles de exigibilidad de los derechos y 
una ciudadanía volcada a vivir realmente los derechos constitucionales, en un pro-

1 El legicentrismo ha imperado en el Ecuador durante más de 150 años, desde su fundación como 
República, lo que ha degenerado en un sistema jurídico caracterizado por el formalismo ético y 
normativo.

2 La jurisprudencia ha asumido la altísima tarea de adecuar el Derecho a las exigencias de la 
nueva sociedad en transformación. La función de los jueces, más que defender una legalidad 
decrépita, es crear gradualmente la nueva legalidad prometida por la Constitución.

3 El ordenamiento jurídico expresa un producto social al tiempo que actúa como factor social 
incidiendo sobre la misma sociedad que lo manifiesta.

4 Tesis que plantea, desde la perspectiva del análisis de la colonialidad del poder, la necesidad de 
superar la dominación neocolonial que ha construido subjetividades, mentalidades, discursos 
e imaginarios desde los centros del poder hegemónico en el mundo, lo que ha conllevado a su-
peditar las formas de pensar y actuar, a los intereses de las potencias centrales y a sus modelos 
culturales.

5 Permite entender al derecho no solo como instrumento de legitimación del estado de cosas, sino 
como praxis de la vida de los pueblos y herramienta fundamental para promover y viabilizar 
profundas transformaciones sociales y culturales.
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ceso permanente de transformación social basado en una política constitucional y 
una justicia progresista, que materialice los principios y valores de la Constitución,  
procurando superar la brecha entre las promesas constitucionales y las vivencias cotidianas. 

Mediante el uso jurídico, la jurisprudencia constitucional es una herramienta valiosa 
para garantizar la igualdad procesal, predictibilidad, uniformidad de la actuación de la 
justicia, la seguridad jurídica, y procurar acercar a la justicia a los problemas concretos e 
intereses sociales de la población. 

Mediante el, los jueces podrán otorgar legitimidad a la democracia, convirtiendo a 
la justicia en una herramienta dinámica para la materialización de la Constitución, la 
expansión del contenido esencial de los derechos y las limitaciones al poder. 

La pregunta problema sobre la cual giran las reflexiones de este trabajo alude a ¿cuáles 
son los factores coadyuvantes y limitantes para que la jurisprudencia constitucional, como 
instrumento de innovación social y desarrollo sea utilizada en la concreción de los derechos 
y en la legitimación de la democracia a través del sistema de justicia en el Ecuador?. 

La idea a defender parte de la consideración respecto a que, en el marco de las trans-
formaciones sustanciales del ordenamiento jurídico que alienta la Constitución de 2008 
y la asunción de la jurisprudencia constitucional como fuente formal y directa del dere-
cho y su uso social, jurídico y político, es posible promover procesos de innovación social 
y desarrollo, para favorecer la plasmación en la práctica de los derechos y el modelo de 
democracia inclusiva y participativa consagrados en el proyecto histórico reivindicatorio 
contenido en la Carta Constitucional, si y solo si, el sistema de justicia6  y la ciudadanía7  
logran empoderarse de las virtualidades de esta herramienta jurídico política y la hacen 
suya en la cotidianidad de las relaciones jurídicas y de los procesos sociales de la Nación.

El objetivo general que guía la construcción de las ideas que se articulan en este 
ensayo, apunta a identificar factores coadyuvantes y limitantes para el uso social, 
jurídico y político de la jurisprudencia constitucional como instrumento pertinente 
y necesario para la innovación social y el desarrollo8, a través del sistema de justicia, 
en el contexto de la institucionalización del conjunto de paradigmas emanados de la 
Constitución de 2008: el Estado constitucional de derechos y justicia, el neoconstitu-

6 Desde la entrada en vigencia de la Constitución de 2008 se alude a la “constitucionalización de 
la justicia”, para significar la subordinación del quehacer de la administración de justicia al 
servicio de los postulados, principios, valores, derechos, garantías y libertades prescritos en el 
Texto Fundamental.

7 Se invoca también el concepto de “ciudadanización de la Constitución”, como metodología 
orientada a institucionalizar y legitimar socialmente el proyecto jurídico político ínsito en la 
Constitución de 2008.

8 Se trata de conectar los cambios en el orden jurídico político emanados de la Constitución de 
2008, con las consecuentes mutaciones sociales e institucionales mediante el involucramiento 
de todo el tejido de la sociedad, en dirección a la atención de las necesidades humanas básicas 
de la población nacional y la participación pública en el proceso de transformaciones del derecho 
como praxis de vida del pueblo ecuatoriano.
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cionalismo, la constitucionalización del ordenamiento jurídico y la constitucionaliza-
ción de la justicia.

El enfoque metodológico se fundamenta en la teoría crítica del derecho9 que hace 
posible efectuar el análisis de las bases culturales y el contexto histórico, social y 
político de las transformaciones jurídicas operadas en el Ecuador a partir del proceso 
constituyente que puso en vigencia al Texto Fundamental de 2008,10 factores que han 
influido paulatinamente en las nuevas orientaciones acerca de la forma de ver y practi-
car el derecho y en la configuración de la nueva cultura jurídica nacional. 

La metodología de investigación aplicada a este ensayo sobre la jurisprudencia 
constitucional como elemento de innovación social y desarrollo, se aparta de la reduc-
ción normativista del positivismo que ha colonizado el estudio del derecho en nuestro 
país (Salamanca, 2015), para incursionar en el ámbito de la fundamentación del nuevo 
paradigma constitucional y el análisis de la realidad jurídica actual del Ecuador, desde 
perspectivas epistemológicas, gnoseológicas y ontológicas de ese fenómeno cultural que 
entraña el posicionamiento de la jurisprudencia constitucional como fuente directa del 
derecho y su uso social, jurídico y político, concebida en la Carta para materializar los 
principios y valores del constitucionalismo y de la justicia sustancial, haciendo énfasis 
en el potencial emancipatorio del Derecho, según la concepción del proyecto político 
gestado en el Ecuador a partir de 2007.11

El carácter complejo y dialéctico de la realidad jurídica producto de las transforma-
ciones que comporta la institucionalización de la jurisprudencia constitucional, su 

9 La Teoría Crítica del Derecho es el conjunto de ideas que explican los efectos sociales y los entra-
mados políticos de la praxis jurídica; se orienta a la aprehensión de las condiciones históricas y 
las estructuras político sociales que confluyen en el estudio del derecho. Hace uso de categorías 
materialistas con el fin de penetrar en la comprensión profunda de la naturaleza y del rol del de-
recho. Pretende demostrar que son las condiciones histórico materiales de la vida social las que 
explican las formas y funciones de las instituciones jurídicas. Para esta corriente de pensamien-
to, el derecho es una práctica social específica que expresa los niveles de acuerdo y de conflicto 
de los grupos sociales que operan al interior de una formación económica social determinada, 
práctica de naturaleza discursiva, discurso ideológico y discurso del poder.

10 El día 15 de abril de 2007, mediante Consulta Popular, el pueblo ecuatoriano expresó su voluntad 
de convocar a una Asamblea Constituyente, con el propósito de elaborar una nueva Constitución 
y transformar el marco institucional del Estado. El día 28 de septiembre de 2008, mediante 
referéndum, se aprobó la Constitución. El día 20 de octubre de 2008 entró en vigencia a través de 
su publicación en el Registro Oficial 451 la Constitución aprobada por el pueblo ecuatoriano.

11 La Constitución surgida y legitimada por el proceso constituyente iniciado en el 2007, plantea 
como objetivo estratégico de Nación, el “buen vivir”. Para el efecto, consagra un conjunto de 
“derechos del buen vivir”. Y para que éstos tengan cumplida realización, instituye el denomi-
nado “régimen del buen vivir” (conjunto articulado y coordinado de sistemas, instituciones, 
políticas, normas, programas y servicios que aseguran los derechos) y como medio de viabiliza-
ción, el llamado “régimen de desarrollo para el buen vivir” (conjunto organizado, sostenible y 
dinámico de los sistemas económicos, políticos, socioculturales y ambientales, que garantizan 
la realización del buen vivir).
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incidencia en la estructura del sistema de fuentes del derecho y el rol de los jueces en 
la concreción de los derechos y la legitimación de la democracia, es analizado desde 
dimensiones históricas, sociológicas, ideológicas, axiológicas y normativas, bajo una 
concepción del derecho como relación social histórico-jurídica.12 

La metodología aplicada se despliega desde perspectivas dogmático jurídicas, socio- his-
tórico jurídicas, axiológico jurídicas e ideológico jurídicas, es decir, a través de un enfoque 
sistémico, multidimensional, e interdisciplinario, que supera la reducción normativista del 
positivismo y la tradicional exégesis que le acompaña,13 y da cuenta, en cambio, de la rea-
lidad del derecho en el Ecuador en el contexto histórico político del proyecto constitucional 
del 2008, su dinamismo histórico y su potencial emancipatorio. El enfoque metodológico es 
integrador y holístico, se orienta al conocimiento dialéctico de la totalidad del fenómeno en 
estudio, aplica el paradigma de la complejidad y de la articulación sistémica, y siempre bajo 
una concepción del derecho como praxis social compleja (acción) de la vida de los pueblos y el 
reconocimiento de su potencial transformador. 

El trabajo se orienta a señalar pautas para fortalecer la política pública de promoción 
de la jurisprudencia constitucional como elemento de innovación social y desarrollo, 
identificando actores y roles que hagan posible materializar su uso social, jurídico y 
político, a través del sistema de justicia, en el marco de las profundas transformaciones 
del Estado y del Derecho que alienta la Constitución de Montecristi.

NUEVOS PARADIGMAS DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO ECUATORIANO
La Constitución de 2008 con su fuerza normativa y eficacia directa, el Estado constitucio-
nal de derechos y justicia, la constitucionalización integral del ordenamiento jurídico en 
su conjunto, el neoconstitucionalismo, la constitucionalización de la justicia, así como 
el rol protagónico de la Corte Constitucional como máximo órgano de control, interpre-
tación y administración de justicia en materia constitucional, cuyas decisiones a través 
de dictámenes y sentencias tienen carácter vinculante y modifican sustancialmente la 
estructura del sistema de fuentes, son los nuevos paradigmas que han venido a provocar  
transformaciones radicales en el derecho ecuatoriano, en su concepción y praxis, aspectos 
esenciales sobre los cuales, y en primer lugar, este ensayo se propone reflexionar, analizar, 
sistematizar y evaluar con el auxilio de los diversos lentes o enfoques de la doctrina. 

12 Superación de la tradicional concepción normativista a que nos redujo el positivismo jurídico, 
para plantear la ineludible expresión jurídica de la praxis político moral y el dinamismo revolu-
cionario de la praxis jurídica.

13 El problema del formalismo jurídico ha sido una constante en la cultura del constitucionalismo 
ecuatoriano. La ciencia jurídica y los juristas han generado muy poca producción analítica y 
crítica para ampliar las fronteras del conocimiento jurídico. Poco se ha reflexionado, desde pers-
pectivas multidimensionales, sobre las implicaciones del cambio constitucional operado a partir 
del 2008. Los estudios se contraen, por lo general, a la sola realización de exégesis normativas del 
Texto constitucional.
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El neoconstitucionalismo es la concepción jurídica que orienta al nuevo Derecho, pues 
según la propia Corte Constitucional, con la entrada en vigencia de la Constitución de 
2008, se operó en el Ecuador “la adopción del neoconstitucionalismo como ideología de 
Estado”.14 Esta corriente del pensamiento iusfilosófico comporta un modelo de organiza-
ción jurídico política denominado Estado Constitucional, cuyas características esenciales 
se centran en el principio de supremacía constitucional, la vigencia de los derechos fun-
damentales y el principio democrático de soberanía popular. El modelo creado instituye 
un tribunal especializado para la interpretación y concreción de los principios y valores de 
la Constitución, la Corte Constitucional, cuyas decisiones son vinculantes, erigiéndose 
en órgano facultado para la producción de normas jurídicas de obligatoria aplicación. Y al 
definir el Texto Fundamental al Ecuador como Estado constitucional de derechos y justi-
cia, se provoca en criterio de la Corte, un tránsito institucional que ubica al país dentro del 
“paradigma del neoconstitucionalismo latinoamericano”,15 implicando “toda una revolución conceptual y 
doctrinaria”. El Estado constitucional de derechos implica –para esta misma tesis- una re-
formulación, desde sus bases hasta sus objetivos más elevados y determinantes de lo que 
es el derecho en su naturaleza y génesis, en su interpretación y aplicación, incluyendo las 
fuentes, la hermenéutica, el rol del Estado en el ordenamiento jurídico, las conexiones con 
la sociedad civil en democracia, la interpretación del orden jurídico con el internacional y 
otros vectores de semejante importancia.16

Dada esta realidad que innova radicalmente al sistema jurídico nacional, puesto que 
una fue la concepción y la práctica del derecho antes de la Constitución de 2008, y otra, 
desde la vigencia de la nueva Carta,17 es necesario auxiliarnos en los posicionamientos 

14 Corte Constitucional, sentencia interpretativa 001-08-SI-CC, R.O 479, de 02-10-2008, p. 15.

15 El nuevo constitucionalismo latinoamericano expresado en las nuevas constituciones de Améri-
ca Latina defiende que el contenido de la Constitución debe ser coherente con su fundamentación 
democrática, es decir, que debe generar mecanismos para la directa participación política de la 
ciudadanía, garantizar la totalidad de los derechos fundamentales incluidos los sociales y los 
económicos, establecer procedimientos de control de la constitucionalidad que pueden ser acti-
vados por la ciudadanía y generar reglas limitativas del poder político pero también de los poderes 
sociales, económicos o culturales que, producto de la historia, también limitan el fundamento 
democrático de la vida social y los derechos y libertades de la ciudadanía. Se caracteriza por ser 
un proceso de renovación y fortalecimiento del constitucionalismo, de dinamismo creativo y de 
autenticidad democrática de los supuestos constituyentes; acentuación progresiva de la norma-
tividad, especialmente significativa en un ámbito propenso al desorden constitucional del poder 
y de la vida política que autorizaba a considerarlo como constitucionalismo semántico; eficacia 
y fuerza creciente de la defensa de la Constitución, potenciada por la conciencia generalizada de 
su relevancia para realizar el programa social de las mayorías.

16 Corte Constitucional, sentencia interpretativa 001-08-SI-CC, R.O 479, de 02-10-2008, p. 12.

17 El ordenamiento jurídico ecuatoriano, desde sus orígenes, fue influenciado por el paradigma 
del legicentrismo, de origen romano francés, al amparo de dos conceptos básicos: el Estado de 
derecho y la primacía de la ley frente a la administración, la jurisdicción y los propios ciudada-
nos. Todo ha girado alrededor de la ley como acto supremo e irresistible, al que no se le opone un 
derecho más fuerte, cualquiera sea su forma o fundamento y la fuente principal de producción de 
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teóricos más relevantes de la doctrina, para caracterizar y explicar los rasgos que definen 
y fundamentan el perfil neoconstitucionalista del nuevo ordenamiento jurídico surgido 
con la nueva Constitución.

Así, Carbonell (2010) plantea tres distintos niveles de análisis en torno al tema; pri-
mero: el neoconstitucionalismo pretende explicar un conjunto de textos constitucionales 
que comienzan a surgir después de la Segunda Guerra Mundial y sobre todo a partir de 
los años setenta del siglo XX; se trata de constituciones que no se limitan a establecer 
competencias o a separar a los poderes públicos, sino que contienen altos niveles de 
normas “materiales” o sustantivas que condicionan la actuación del Estado por medio 
de la ordenación de ciertos fines y objetivos alrededor de amplios catálogos de derechos 
fundamentales; segundo: la práctica jurisprudencial de muchos tribunales y cortes 
constitucionales ha ido cambiando de forma relevante; los jueces constitucionales han 
tenido que aprender a realizar su función bajo parámetros interpretativos nuevos, a partir 
de los cuales el razonamiento judicial se hace más complejo, puesto que entran en juego 
las técnicas interpretativas propias de los principios constitucionales, la ponderación, la 
proporcionalidad, la razonabilidad, la maximización de los efectos normativos de los de-
rechos fundamentales, el efecto irradiación, la proyección horizontal de los derechos, el 
principio pro personae, etc.; los jueces tienen que trabajar con “valores” que están constitu-
cionalizados y que requieren de una tarea hermenéutica que sea capaz de aplicarlos a los 
casos concretos de forma justificada y razonable, dotándolos de esa manera de contenidos 
normativos concretos; tercero: los desarrollos teóricos novedosos que parten de los textos 
constitucionales fuertemente sustantivos y de la práctica jurisprudencial marcadamente 
activista, pero también aportaciones de frontera que contribuyen en ocasiones no sólo a 
explicar un fenómeno jurídico, sino incluso a crearlo: son importantes a este respecto, los 
desarrollos teóricos de Ronald Dworkin, Robert Alexy, Gustavo Zagrebelsky, Carlos Nino, 
Luis Prieto Sanchís, Manuel Atienza y Luigi Ferrajoli, entre otros.

Por su parte Luis Prieto Sanchís, citado por Bernal (2008), caracteriza al neoconstitu-
cionalismo a partir de la defensa simultánea de las siguientes tesis atinentes a la Cons-
titución y a su interpretación: la Constitución es material, garantizada,  omnipresente, 
establece una regulación principialista, se aplica mediante la ponderación y presupone 
un modelo argumentativo de relaciones entre la Constitución y la legislación. Analiza al 
neoconstitucionalismo a través de tres dimensiones: como filosofía política o doctrina 
del Estado justo, como una profunda renovación de la teoría del derecho positivista, y 
como una propuesta de posible conexión entre derecho y moral. Y en esa misma línea de 
pensamiento Bernal (2008) precisa como núcleo de aquello que se presenta como neocons-
titucionalismo: que los derechos fundamentales de la Constitución son principios que se 
aplican judicialmente mediante la ponderación.

derecho ha sido el parlamento, a través del procedimiento legislativo, y la ley como encarnación 
paradigmática de la voluntad general, la manifestación de la normativa por antonomasia.
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Comanducci (2009) el neoconstitucionalismo es el modelo constitucional que recoge un 
conjunto de mecanismos normativos e institucionales integrados en un sistema jurídico 
político históricamente determinado, que limitan los poderes del Estado y protegen los dere-
chos fundamentales. Es concebido como teoría del derecho, ideología del derecho y método 
de análisis del derecho. Como teoría del derecho, preconiza un modelo de sistema jurídico 
caracterizado por una Constitución invasora (“constitucionalización del derecho”), la positi-
vización de un catálogo de derechos fundamentales, la omnipresencia en la Constitución de 
principios y reglas y por algunas peculiaridades de la interpretación y de la aplicación de las 
normas constitucionales respecto a la interpretación y a la aplicación de la Ley; representa 
una alternativa respecto a la teoría iuspositivista tradicional basada en el legiscentrismo 
y el formalismo interpretativo y destaca la fuerza normativa de la Constitución; los rasgos 
sobresalientes del neoconstitucionalismo como teoría del derecho son: más principios que 
reglas, más ponderación que subsunción, omnipresencia de la Constitución en todas las 
áreas jurídicas y en todos los conflictos mínimamente relevantes, omnipotencia judicial 
en lugar de autonomía del legislador ordinario y coexistencia de una constelación plural 
de valores. Como ideología, el neoconstitucionalismo pone en primer plano el objetivo de 
garantizar los derechos fundamentales, a diferencia de la ideología del constitucionalismo 
clásico que perseguía como objetivo la limitación del poder estatal; subraya la importancia 
de los mecanismos institucionales de tutela de los derechos fundamentales exigiendo que 
las actividades del legislativo y del judicial estén directamente encaminados a concretar, 
actuar y garantizar los derechos fundamentales previstos en la Constitución. Como meto-
dología sostiene la tesis de la conexión necesaria, identificativa y justificativa entre derecho 
y moral; considera los principios constitucionales como puente entre el derecho y la moral; 
y, en este sentido, cualquier decisión jurídica y en particular la decisión judicial, estará 
justificada si se deriva, en última instancia, de una norma moral.

Gil (2009) construye su visión sobre el neoconstitucionalismo como teoría, dogmáti-
ca, ideología y estilo de vida, al tiempo que presenta una serie de elementos estructurales 
que lo configuran como paradigma que explican su funcionamiento. Lo define como 
cierto modelo de Estado de Derecho que concibe institucionalmente una determinada 
forma de organización política. El neoconstitucionalismo se caracteriza por una Cons-
titución transformadora que pretende condicionar de modo importante las decisiones 
de la mayoría, donde el protagonismo fundamental ha de seguir correspondiendo al 
legislador democrático, pero donde irremediablemente la última palabra se encomienda 
a los jueces.

A partir de los referentes y estándares  invocados, recogidos de la doctrina, se precisa 
discernir si efectivamente el canon neoconstitucional se ha instaurado en el derecho 
ecuatoriano desde la vigencia de la Constitución de 2008, y a este respecto, debe exami-
narse las siguientes evidencias relativas al nuevo Texto Fundamental: i) no se limita a la 
diagramación del poder sino que contiene un ambicioso catálogo de principios y derechos 
a los que se reviste del carácter de inalienables, irrenunciables, indivisibles, interdepen-
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dientes y de igual jerarquía, al tiempo que sistematiza y articula un amplio espectro 
de normas materiales o sustantivas que condicionan la actuación del Estado hacia el 
objetivo estratégico del buen vivir, los derechos del buen vivir, el régimen del buen vivir y 
el régimen de desarrollo para hacerlos posible, así como establece como el más alto deber 
del Estado, el de respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución; 
ii) establece un conjunto de garantías para asegurar su supremacía y los derechos en 
ella consagrados: garantías normativas, institucionales y jurisdiccionales; iii) define al 
Ecuador como Estado constitucional de derechos y justicia, social y democrático, por lo 
que se adhiere a la corriente filosófica, jurídica y política del Estado justo, la tutela fuerte 
de los derechos, la fuerza normativa de la Constitución y el principio democrático de so-
beranía popular; iv) está dotado de un conjunto amplio de principios así como de reglas, 
que articulan valores jurídicos y éticos, en perspectiva identificativa y justificativa entre 
derecho y moral.

Al juzgar, pues, por estos rasgos distintivos de la Constitución, puede concluirse 
que efectivamente, el ordenamiento jurídico del Ecuador se ha alineado en la matriz 
ideológica del neoconstitucionalismo, y que se ha operado, por tanto, la recepción de 
sus principios por parte del sistema jurídico nacional, abriendo cauces diferentes para 
estudiar, comprender, interpretar y vivir el derecho, superando la tradición positivista. 

El Estado constitucional es el modelo jurídico político que adopta la Constitución para 
el Ecuador. Corresponde también, en este punto, con auxilio de la doctrina, desentrañar 
los rasgos fundamentales que comporta esta organización estadual. Según Peña (1997) 
podemos definir inicialmente al estado constitucional de derecho a partir de tres factores 
relevantes: la supremacía constitucional y la prevalencia de los derechos fundamentales; 
la consagración del principio de legalidad como sometimiento efectivo al derecho de todos 
los poderes públicos; y, la funcionalización de todos los poderes del Estado a la garantía 
del disfrute y a la efectividad de los derechos. El paso del Estado legislativo (sometimiento 
del poder público a la ley) al Estado constitucional presupone la afirmación del carácter 
normativo de las constituciones, que pasarán a integrar un plano de juridicidad superior, 
vinculante e indisponible, en línea de principio, para todos los poderes del Estado. Las 
normas constitucionales son vinculantes –de modo que queda definitivamente superada 
la imagen débil de la juridicidad constitucional característica del período liberal- al ser si-
tuadas por encima de los poderes del Estado y fuera del campo de acción y pugna política.

Häberle (2009), por su parte, sostiene como elementos constitutivos del Estado cons-
titucional, antes que nada, a los derechos de igualdad y de libertad que se derivan de la 
dignidad de la persona: garantizan la apertura del ordenamiento y del proceso político 
desde el ciudadano. 

Sanchís (2013) señala como rasgos singulares del Estado constitucional de derecho y 
como novedades que aporta este modelo: el reconocimiento de la incuestionable fuerza 
normativa de la Constitución; la rematerialización constitucional; la garantía judicial y 
la aplicación directa de la Constitución; y, la rigidez constitucional.
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Para Gil (2009), en el modelo de Estado constitucional de derecho se propone un para-
digma distinto al del Estado liberal del siglo XIX y primera mitad del siglo XX, a partir 
de la reafirmación –mediante la Constitución- del principio de la soberanía popular 
y la eliminación del principio de la soberanía del Estado, expandiendo su esfera hacia 
los derechos económicos, sociales y culturales, como así también hacia los derechos 
colectivos. En este paradigma la Constitución se concibe como un mecanismo dirigido a 
la protección de los derechos y también se proyecta como una gran norma directiva que 
compromete solidariamente a todos en la obra dinámica de la eficaz realización de los 
objetivos constitucionales.

Ávila (2009), postula que el nuevo modelo de Estado constitucional de derechos y 
justicia instituido por la Constitución ecuatoriana, permite visualizar las innovaciones 
en dos áreas: la teoría del derecho y el modelo político de Estado. El Estado constitucional 
nos ayuda a responder quién es la autoridad, cómo se hacen las normas y qué contenido 
deben tener éstas. El Estado de derechos nos da luces para responder dónde encontramos 
las nomas y para qué se las expide. El Estado de justicia nos resuelve el problema del por 
qué el Estado.

Andrade (2009), al referirse a la caracterización del Estado constitucional de derechos 
y justicia que consagra la Constitución del Ecuador, señala que se ha transitado del 
principio de legalidad al de constitucionalidad; ha concluido el monopolio del sistema 
jurídico de ley escrita estructurado bajo el modelo continental puesto que junto a este 
sistema existen otros que tienen igual reconocimiento y validez;  el Estado se organiza 
y funciona a fin de realizar la justicia social, que en definitiva es la justicia para todas y 
todos; y, se debe garantizar en todo momento la vigencia de los derechos humanos: esto 
último constituye el eje central del actuar íntegro del Estado.

La Corte Constitucional del Ecuador sistematiza los siguientes rasgos característicos del 
Estado constitucional de derechos y justicia que proclama el Art. 1 de la Constitución de 
Montecristi: a) la existencia de una Constitución no modificable por medio de la ley; b) el 
carácter normativo y la fuerza vinculante de toda la Constitución; c) el control judicial de 
la constitucionalidad, a través de la existencia de garantías jurisdiccionales que permiten 
vigilar la conformidad de las normas infra constitucionales respecto de la Constitución; 
d) la directa aplicación de la Constitución para resolver todos los conflictos jurídicos que 
se presentan en la sociedad; y, e) la facultad de interpretar todo el ordenamiento, a la luz 
de la Constitución, a través de un órgano especializado del poder público denominado 
Tribunal o Corte Constitucional”.18 

Para la Corte, tres efectos esenciales entraña el nuevo modelo de Estado constitucional 
de derechos y justicia: el reconocimiento de la Constitución como norma vinculante, 
valores, principios y reglas constitucionales; el tránsito de un juez mecánico aplicador de 

18 Corte Constitucional de Transición: Sentencia interpretativa 001-08-SI-CC, R.O., 479-S-, 2-XII-2008, p. 
14.
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reglas a un juez garante de la democracia constitucional y de los contenidos axiológicos 
previstos en la Constitución; la existencia de garantías jurisdiccionales vinculantes, 
adecuadas y eficaces para la protección de todos los derechos constitucionales . El Estado 
Constitucional supone19 “la aproximación máxima a la que ha llegado en la materialización del ideal 
jurídico de la civilización occidental, esto es, el ejercicio de los derechos que se imponen a la voluntad de quienes 
tienen el poder”, ha dicho con especial énfasis la Corte Constitucional del Ecuador.20

En resumen, son elementos básicos que configuran al Estado Constitucional diseñado 
por el Texto Fundamental de 2008: i) la supremacía de la Constitución o reconocimiento 
de su carácter normativo superior; ii) la aplicación directa de la Constitución como norma 
jurídica; iii) la garantía reforzada de los derechos; iv) el funcionamiento de una justicia 
especializada para los conflictos de orden constitucional; y, v) el reconocimiento de la 
jurisprudencia constitucional como fuente primaria del derecho. 

En el caso de las vivencias del modelo de Estado constitucional se concluye que la 
Constitución ha dejado de ser un programa político y se ha convertido en una norma 
jurídica de aplicación directa e inmediata y de favorabilidad de la efectiva vigencia de 
los derechos y sus garantías. Los derechos son enfocados como sinónimo de pluralismo 
jurídico y centralidad del ordenamiento jurídico y del sistema de justicia. Se ha operado 
el tránsito del principio de legalidad al principio de constitucionalidad, del monopolio 
jurídico al pluralismo jurídico. El Estado se encuentra organizado y funcionando, según 
el diseño constitucional, para la realización de los derechos humanos, con el específico 
deber de garantizar, sin discriminación alguna, el efectivo goce de los derechos estableci-
dos en la Constitución y en los instrumentos internacionales cumpliendo con su más alto 
deber, el respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución.21 El rol 
del juez es el de creador de derecho y garante de los derechos. La justicia es la plasmación 
en la práctica de los derechos fundamentales.22

La constitucionalización del ordenamiento jurídico es inherente al neoconsti-
tucionalismo y a su modelo de organización jurídico política, el Estado Constitucional, 
fenómeno que según Guastini (2010) opera como el proceso de transformación de un orde-
namiento jurídico, al término del cual, el ordenamiento en cuestión resulta totalmente 
“impregnado” de las normas constitucionales. Para Guastini, las principales condiciones 

19 Corte Constitucional de Transición: Sentencia de jurisprudencia vinculante 001-10-PJO-CC., R.O.No.351-
S- de 29-XII-2010, p. 4.

20 Corte Constitucional de Transición: Sentencia Interpretativa 001-08-SI-CC, R.O., 479-S-, 2-XII-2008, 
p. 12.

21 Constitución de la República, art. 3 num.1; art. 11 num. 9.

22 Al definir la Constitución al Ecuador como” Estado constitucional de derechos y justicia” (art.1), 
asume el concepto de justicia como sinónimo de plena vigencia práctica de los derechos, que se 
operativiza a través del aparato de administración de justicia, por lo que los jueces son tenidos 
como instrumento para este propósito constitucional.
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de constitucionalización son: existencia de una Constitución rígida, que incorpora los 
derechos fundamentales; garantía jurisdiccional de la Constitución; fuerza vinculante 
de la Constitución (que no es un conjunto de normas “programáticas” sino “preceptivas”); 
“sobreinterpretación” de la Constitución (se la interpreta extensivamente y de ella se de-
ducen principios implícitos); aplicación directa de las normas constitucionales, también 
para regular las relaciones entre particulares; interpretación adecuadora de las leyes. 

Un ordenamiento jurídico se encuentra constitucionalizado en circunstancias que la 
Ley Fundamental resulta extremadamente invasora, entrometida, capaz de condicionar 
tanto la legislación como la jurisprudencia y el estilo doctrinal, la acción de los actores 
políticos así como las relaciones sociales, por lo que son rasgos característicos del ordena-
miento jurídico constitucionalizado: la rigidez y la garantía jurisdiccional de la Consti-
tución, su fuerza vinculante, la sobreinterpretación constitucional, la aplicación directa 
de las normas constitucionales, la interpretación conforme de las leyes y la influencia de 
la Constitución sobre las relaciones políticas.

En este mismo sentido destaca Prieto  (2005), bajo la categoría de  constitucionalismo 
fuerte, cuatro rasgos básicos: la Constitución es considerada como norma jurídica y no 
un catecismo moral o político, que vincula a sus destinatarios; además de norma formal 
o procedimental, la Constitución incorpora un  denso contenido sustantivo formado por 
principios, valores, derechos fundamentales, directrices, etc., esto es, que la Constitu-
ción no sólo establece quién manda y cómo se manda, sino que pretende condicionar 
también en una amplia medida qué puede o debe mandarse; la tutela de las normas cons-
titucionales y, en particular, de los derechos corresponde a la justicia como institución 
encargada de brindar las correspondientes garantías secundarias para la anulación de 
los actos inválidos y la condena de los actos ilícitos realizados en violación de cualquier 
norma primaria; y, la Constitución habla de demasiadas cosas, lo hace en ocasiones con 
no poca imprecisión, se dirige a todos y no solo a las instituciones.

Con sujeción a los estándares reseñados, puede afirmarse que efectivamente el orde-
namiento jurídico ecuatoriano, a partir de  la Carta  Fundamental  de 2008 se  encuentra 

constitucionalizado, en refuerzo de cuyo planteamiento cabe señalar: i) la normativa 
infraconstitucional emanada tanto del órgano parlamentario como de otros órganos de la 
institucionalidad estatal, durante la vigencia de la Constitución de 2008, recogen por lo 
general, de manera sistemática y profusa los postulados esenciales de la Norma Suprema; 
ii) la invocación de preceptos constitucionales es por regla común, el modo argumentativo 
y justificativo de todo acto normativo, administrativo o jurisdiccional de los competentes 
órganos del poder público; iii) se establece procedimientos especiales para la producción 
de innovaciones del texto constitucional (enmienda, reforma parcial y asamblea consti-
tuyente), por lo que el sistema dota a la Constitución de una rigidez reforzada para garan-
tizar la estabilidad y permanencia de los objetivos esenciales del poder constituyente; iv) 
la Constitución se halla jurisdiccionalmente garantizada, y al efecto se ha diagramado 
todo un complejo orgánico procesal para la justicia constitucional, orientado a precautelar 
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tanto el principio de supremacía constitucional como la vigencia plena de los derechos 
fundamentales, otorgando a todo ciudadano la potestad para que, de manera individual 
o colectiva, ejerza las acciones de inconstitucionalidad o de garantía de los derechos; v) se 
proclama de manera expresa, la fuerza vinculante y la aplicación directa de la Constitu-
ción, cuyos preceptos obligan a toda persona, autoridad e institución y exigen de jueces 
y agentes de la administración pública, su inmediata e incondicional ejecución; v) el 
ámbito dispositivo y normativo de la Constitución alcanza también a las relaciones entre 
particulares, por lo que cabe hablar también de la constitucionalización de derecho priva-
do; vi) la Constitución está poblada de regulaciones que condicionan de uno u otro modo, 
la actuación de la legislación, la jurisprudencia, los desarrollos doctrinales, la acción de 
los actores políticos y de las relaciones sociales; toda actuación tanto del poder público 
como de los particulares es evaluada bajo el prisma de los preceptos constitucionales; y 
vi) se trata de una Constitución actuante y viviente, a diferencia de la vigencia precaria y 
condicionada que tuvieron las Cartas Políticas anteriores al 2008.

La fuerza normativa y la eficacia directa de la Constitución es el signo distintivo 
del neoconstitucionalismo; la eficacia normativa y la aplicación directa de la Constitu-
ción son pilares fundamentales del nuevo paradigma constitucional. En el neoconstitu-
cionalismo, la Constitución tiene verdadero carácter de norma, por lo que su aplicación 
directa por parte de legisladores, jueces y administradores, es obligatoria. La eficacia 
directa significa que todos los llamados a aplicar el derecho deberán tomar la norma 
constitucional como una premisa de su decisión. La Constitución no sólo es norma sobre 
las normas sino norma aplicable, no será sólo fuente sobre la producción sino también 
fuente de derecho sin más. La Constitución será directamente aplicable por cualquier 
servidor público, jueces y tribunales sin necesidad de ningún procedimiento previo de 
recepción por otra fuente del Derecho, y puede ser directamente invocada o alegada por 
cualquier persona, sin necesidad de hacerla acompañar de precepto legal alguno. Los 
derechos que la Constitución reconoce son inmediatamente operativos, aun cuando el 
legislador no haya procedido a regularlos.23 

La Corte Constitucional, refiriéndose a la consecuencia jurídica de la transformación 
a sistema normativo de la Constitución, señala que: 

“… Esta transformación progresiva de la Constitución hasta llegar a ser una norma, implica, por lo menos, 
en su fórmula pura, que todos los ciudadanos y operadores jurídicos habrán de tomar el texto íntegro de 
la Constitución como una premisa de decisión, igual que cualquier otra norma. Lo anterior, como bien 
señala Ignacio de Otto (Derecho Constitucional, sistema de fuentes), trae sustanciales secuelas frente a la 
interpretación de la Constitución, a saber: a) habrá de interpretarse todo el ordenamiento jurídico conforme 

23 El Art. 424 de la Constitución de la República establece que: “La Constitución es la norma suprema y 
prevalece sobre cualquier otra del ordenamiento jurídico. Las normas y actos del poder público deberán mantener 
conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia”.
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al texto constitucional; b) habrán de examinarse, a la luz del texto constitucional, todas las normas del 
ordenamiento jurídico, para comprobar si son o no conforme con el texto constitucional y con el llamado 
doctrinariamente bloque de constitucionalidad; c) en la aplicación concreta del derecho por los diversos 
operadores jurídicos, deberán aplicar, en primer lugar, la Constitución y las normas que tengan su misma 
jerarquía, a fin de extraer de ella la solución a cualquier litigio o problema jurídico; y sólo si ésta no dice 
nada, se aplicarán las normas secundaria; y, d) la condición normativa de la Constitución tiene un efecto 
derogatorio general y automático para las normas preconstitucionales (ipso constitutione) y en general, 
previa petición de parte para las normas infraconstitucionales posteriores a la Constitución”.24

La consecuencia práctica de la adopción de este modelo constitucional es que todos los fun-
cionarios públicos, incluidos los jueces y los propios particulares, deberán respetar la Constitución y desarrollar 
sus funciones de conformidad con lo que dice el texto de la Carta Fundamental y las sentencias del órgano 
encargado de ejercer la justicia constitucional”.25 Congruente con ese desarrollo doctrinal, la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional ha establecido, como precedente vinculante, 
que “la Constitución de la República del Ecuador, para su validez y eficacia, no requiere de desarrollo legal o 
reglamentario alguno. Sus disposiciones disfrutan de eficacia directa e inmediata”.26

La constitucionalización de la justicia es el fenómeno que pone de manifiesto 
el rol esencial del sistema de justicia como instrumento para alcanzar los propósitos 
constitucionales, en cuya virtud la misión que los jueces están llamados a cumplir en 
la democracia constitucional, con arreglo a los principios del neoconstitucionalismo y 
del Estado constitucional, consiste en la defensa tenaz, eficaz, activa y operante de los 
derechos humanos, a fin de materializar su plena vigencia práctica. 

A este respecto, Ávila (2009) considera que el Estado constitucional de derechos y justicia abre en el 
Ecuador un espacio para la pluralidad de sistemas jurídicos, estatales y no estatales, y al reconocimiento 
sustancial de los derechos, por tanto, a la “constitucionalización de la administración de justicia” y, a 
través de ella, a la ampliación de las potencialidades democratizadoras de la sociedad ecuatoriana, y hace 
notar que el énfasis en la justicia posiciona a “los jueces como garantes de los derechos” frente 
a la decisión prioritaria de conflictos socialmente relevantes y en la materialización de los derechos en los 
casos concretos, y permite fundamentar la reforma judicial y las políticas judiciales sobre la base de un 
“acceso a la justicia sustancial”; puntualiza que la constitucionalización de la administración de 
justicia “supera la formalidad” y apunta hacia la “creación de una nueva institucionalidad 
judicial al servicio de la gente que asegure el acceso sustancial a la justicia: la consti-
tucionalización material”.

24 Corte Constitucional de Transición: Sentencia Interpretativa 001-08-SI-CC, R.O., 479,  suplemento, 
2-XII-2008, pág. 14.

25 Ibidem, pág. 14.

26 Ibidem, Decisión 1, pág. 18.



RE
VI

ST
A 

JU
RÍ

DI
CA

 I IS
SN

: 1
39

0-
30

71
 f

 N
.O  31

 f
 �

01
8 f

 11
9-

14
0

134

RODAS, G

El Estado Constitucional instituido por el Texto Fundamental del Ecuador, a criterio 
de Andrade (2009) precisa de un nuevo papel para el juez como garante de los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales sobre la 
materia. En el Estado legalista, la función judicial se limita a una tarea exclusivamente 
aplicativa de la ley; el derecho una vez creado por el legislador, debe ser aplicado de un 
modo mecánico por el juez (subsunción). En el Estado constitucional, en cambio, los 
jueces asumen un papel esencial en el proceso de creación del derecho; las prácticas de 
los tribunales y los principios y reglas no son una operación de subsunción lógica, sino 
un proceso de interpretación y argumentación racional de las decisiones sobre la base del 
sentido común, de los valores, del balance de los intereses políticos y de la idea de justicia 
imperante en la sociedad. Así, el Estado constitucional de derechos y justicia implica 
la superación del Estado legalista o de legalidad. La Constitución deja de ser un mero 
programa político y se convierte en una verdadera norma, no cualquier norma sino en 
la “norma suprema” del ordenamiento y a partir de allí, disciplina a todos los poderes 
públicos y a los particulares. 

La práctica judicial, a la luz de los principios y valores de la Constitución de 2008 deja 
de ser una operación de subsunción lógica para convertirse en una operación de argumen-
tación y de interpretación. Se establecen garantías reales de los derechos de las personas a 
través de un sistema de justicia eficaz, independiente, especializada. Los jueces asumen 
un papel esencial en el proceso de creación del derecho. 

La Constitución, al definir al Estado ecuatoriano como constitucional de derechos y 
justicia y consagrar como deber primordial del Estado garantizar, sin discriminación 
alguna, el efectivo goce de los derechos humanos, ha constitucionalizado a la admi-
nistración de justicia y a la justicia, y ha trazado un nuevo diseño del sistema judicial, 
donde los jueces son creadores de derecho y garantes de los derechos a través de una 
justicia restaurativa y distributiva. La actual Constitución prescribe un modelo de poder 
judicial activista que tutele eficazmente los derechos humanos y como instrumento para 
materializar el ideal de la justicia.

La jurisprudencia constitucional es fuente directa y formal del derecho, a partir de la vigencia de la 
Constitución de 2008.27 La exigencia de respetar la jurisprudencia constitucional es global para todo el sistema 
jurídico; genera un efecto irradiación respecto a las demás materias. El máximo órgano de control, interpretación y 
de administración de justicia en materia constitucional produce precedentes obligatorios y vinculantes. 

27 Con la Constitución de 2008 la estructura del sistema de fuentes del ordenamiento jurídico 
ecuatoriano ha experimentado un giro de 180 grados: la ley ha dejado lugar a la Constitución y 
a los instrumentos internacionales de derechos humanos y comparte espacio normativo con la 
jurisprudencia constitucional que ha pasado a ser fuente formal y directa del Derecho. Con esta 
innovación, ha cambiado también la estructura institucional del Estado: la legislatura ya no es 
el único centro o núcleo del sistema jurídico estatal; los jueces dejan de ser la boca muda de la 
ley y pasan a ser protagonistas del nuevo Estado de justicia y el sistema judicial en su conjunto, 
instrumento para hacer realidad el modelo constitucional.
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En el análisis del nuevo rol instrumental de la jurisprudencia constitucional y su incidencia en la estruc-
tura del sistema de fuentes, Montaña (2012) puntualiza que la Corte Constitucional tiene un papel definitivo 
en la transformación de las fuentes del derecho, en razón de que la jurisprudencia constitucional está llamada 
a convertirse en la fuente fundamental de la resolución de los conflictos sociales del país. 

La Corte Constitucional del Ecuador ha enfatizado que “todos los funcionarios públicos, 
incluidos los jueces y los propios particulares, deberán respetar la Constitución y desarrollar sus funciones de 
conformidad con lo que dice el texto de la Carta Fundamental y las sentencias del órgano encargado de ejercer 
la justicia constitucional”.28 Sin embargo, J. Montaña pone de manifiesto algunas dificulta-
des para convertir los fallos de los jueces constitucionales en fuente directa del derecho: 
las sentencias no consiguen resumir y sintetizar los hechos adecuadamente; no existen 
criterios claros y homogéneos para el manejo del precedente horizontal; no hay un len-
guaje técnico normalizado de cada una de las acciones; no existe doctrina judicial propia 
para identificar el pensamiento y el enfoque doctrinario que ha desarrollado la Corte; las 
sentencias abusan de citas doctrinarias extranjeras; existen fallas de argumentación; no 
hay cadena de argumentos deductivos ni esfuerzos suficientes para indicar las razones 
de las decisiones; subsisten problemas de registro de las sentencias que hacen muy difícil 
encontrarlas y utilizarlas... todo lo cual constituye, entre otros factores, verdaderas limi-
tantes para el adecuado uso de la jurisprudencia y la institucionalización de la cultura 
del precedente como herramienta para favorecer cambios cualitativos fundamentales en 
los órdenes sociales, jurídicos y políticos.

Ávila (2013), por su parte, enfatiza en los tres usos que la jurisprudencia constitucional 
debe tener: político, social y jurídico. Mediante el uso político, los jueces otorgan legitimidad 
a la democracia y hace posible convertir a la justicia en una herramienta dinámica para la 
materialización de la Constitución y los límites del poder. El uso social, permite conservar 
las conquistas sociales y asegurar las transformaciones estructurales en una sociedad 
profundamente inequitativa, posibilita aumentar los niveles de exigibilidad y una ciuda-
danía volcada a vivir realmente los derechos constitucionales, en un proceso permanente 
de transformación social basado en una política constitucional y una justicia progresista, 
que materialice los principios y valores de la Constitución. El uso jurídico convierte a la ju-
risprudencia constitucional en una herramienta valiosa para garantizar la igualdad pro-
cesal, predictibilidad, uniformidad de la actuación de la justicia, la seguridad jurídica, y 
procura acercar a la justicia a los problemas concretos e intereses sociales de la población.

CONCLUSIONES
1. La jurisprudencia constitucional y los precedentes obligatorios y vinculantes de la 

Corte Constitucional tienen incidencia fundamental en los ámbitos sociales, jurídicos 
y políticos, como instrumento de innovación social y desarrollo, en el marco de los 

28 Corte Constitucional de Transición: Sentencia Interpretativa 001-08-SI-CC, R.O., 479-S-, 2-XII-
2008, p. 14.
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nuevos paradigmas del ordenamiento jurídico ecuatoriano, atento el potencial eman-
cipatorio del derecho y su papel en el proceso de institucionalización del proyecto de 
transformaciones diseñado por la Constitución de 2008. 

2. La Corte Constitucional tiene un rol protagónico en el proceso de constitucionalización 
de la cultura jurídica y de la vida cotidiana del país, mediante la creación de un sólido 
acervo jurisprudencial que consolide la transformación del sistema de fuentes del 
derecho y la resolución de los conflictos sociales más relevantes del país.

3. Los jueces (la judicatura), abogados (el foro) y docentes del derecho (la academia), que 
son también actores principales en la consolidación del nuevo orden jurídico político 
que consagra la Constitución, deben asignar mayor protagonismo a la jurisprudencia 
constitucional, a fin de materializar los paradigmas del Estado constitucional, el neo-
constitucionalismo, la constitucionalización del derecho y la constitucionalización de 
la justicia, instituidos por el Texto Fundamental. 

4. En razón de que la conversión de la jurisprudencia constitucional en fuente de derecho 
pasa por el proceso previo de conocimiento de las decisiones de la Corte Constitucional 
por parte de los operadores jurídicos, es necesaria su profusa difusión en los diferentes 
contextos de la práctica del derecho: la judicatura, el foro y la academia. 

5. Los jueces deben ser formados en la nueva cultura de la constitucionalización de la 
justicia y la Corte Constitucional debe desplegar una labor de difusión de sus decisiones 
en todos los despachos judiciales del país, a fin de lograr que los operadores judiciales 
motiven más y mejor sus sentencias invocando la jurisprudencia y los precedentes 
emanados del máximo órgano de interpretación y control de la Constitución. 

6. Los abogados deben diseñar sus estrategias de defensa en función de precedentes 
constitucionales, a cuyo efecto, es necesario que tanto la academia como el gremio 
profesional promuevan la formación compatible con el nuevo sistema de manejo de las 
fuentes del ordenamiento jurídico. 

7. Los docentes del derecho deben enfocar su enseñanza a la luz de la jurisprudencia cons-
titucional y los precedentes vinculantes, a fin de lograr que la formación jurídica sea 
más metodológica y argumentativa con base en la jurisprudencia y en los precedentes 
emanados de la Corte Constitucional. 

8. Es necesario diseñar y aplicar políticas públicas concertadas entre Corte Constitucional, 
Consejo de la Judicatura, Universidades y Gremios de Abogados, a fin de promover la nue-
va cultura jurídica basada en la jurisprudencia constitucional y su uso social, político y 
jurídico, en el proceso de las transformaciones orientadas por el Texto Constitucional.

9. Los derechos humanos, llamados también derechos fundamentales, derechos natura-
les, derechos públicos subjetivos, libertades públicas, derechos morales, que traducen 
en el fondo, ideales de dignidad, de justicia y de libertad, encuentran en la jurispru-
dencia constitucional, su más adecuada vía de plasmación. 

10. La notable innovación clasificatoria en derechos del buen vivir (agua y alimentación, 
ambiente sano, comunicación e información, cultura y ciencia, educación, hábitat 
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y vivienda, salud, trabajo y seguridad social), derechos de las personas y grupos de atención 
prioritaria (adultas y adultos mayores, jóvenes, movilidad, mujeres embarazadas, niñas, 
niños y adolescentes, personas con discapacidad, personas con enfermedades catas-
tróficas, personas privadas de libertad, personas usuarias y consumidoras), derechos de 
las comunidades, pueblos y nacionalidades (indígenas, afroecuatorianos, montubios), derechos 
de participación, derechos de libertad, derechos de la naturaleza y derechos de protección, traduce 
la tendencia emancipatoria del Derecho y de la administración de justicia, donde la 
jurisprudencia constitucional constituye estrategia clave para el desarrollo progresivo 
del contenido y la materialización de los derechos consagrados en la Constitución.

11. El modelo de democracia directa, inclusiva, participativa, que nació como producto de 
la Asamblea Constituyente de Montecristi sólo es posible sostenerse por el involucra-
miento de todos los miembros de la sociedad en los procesos de decisión, diagnóstico, 
priorización e identificación de los problemas y de cómo asignar los recursos para 
resolver esos problemas.  En este sentido, la jurisprudencia constitucional y su uso por 
parte de los jueces, se convierte en factor coadyuvante para materializar los derechos 
constitucionales, dando contenido sustancial a la democracia inclusiva y de oportuni-
dades concebida en la Carta Fundamental. 

12. La democracia, que debe construirse según los postulados constitucionales vigentes, 
es una democracia que debe promover el desarrollo integral, integrador y participativo, 
y en ese orden, la jurisprudencia constitucional es factor de innovación social y de 
desarrollo, porque involucra, a partir de su utilización por parte de los jueces, a todo los 
estamentos de la sociedad y del Estado, en la gran tarea de superar la brecha entre las 
promesas constitucionales y las vivencias cotidianas de la gente. 

13. Existen grandes posibilidades y al mismo tiempo grandes barreras, limitaciones o res-
tricciones para los mecanismos de democracia directa garantizados en la Constitución 
de 2008. Para acortar la brecha entre el deber ser de la participación y el ser y el quehacer 
de la participación real, es necesario propiciar espacios para la aplicación cotidiana de 
las herramientas que reconoce la Constitución en los diferentes espacios públicos. Se 
requiere liderazgo y voluntad política, por una parte; y, adecuada organización del 
proceso participativo, por otra. 

14. La legitimidad del proceso democrático se basa en la transparencia, la rendición de cuen-
tas y sobre todo, en la participación ciudadana. La implementación de los instrumentos 
y los procesos participativos previstos en la Constitución constituyen un enorme reto en 
el Ecuador. No es suficiente la diagramación constitucional de los mecanismos de parti-
cipación ciudadana que diseña el Texto Constitucional, es necesario superar las barreras 
estructurales que impiden que esos mecanismos de participación ciudadana se viabilicen 
en la práctica, y en este objetivo, la jurisprudencia constitucional juega un rol fundamen-
tal para la concreción de los derechos, y en especial, los derechos de participación. 

15. Mediante el uso social, jurídico y político de la jurisprudencia constitucional, es posible 
institucionalizar los mecanismos de participación ciudadana en y durante todo el ciclo 
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de la política pública, a fin de garantizar adecuados niveles de estabilidad política y la 
construcción de una cultura política participativa que se arraigue en la conciencia so-
cial. El éxito del modelo de democracia participativa y de la eficacia de las herramientas 
de participación ciudadana depende de la cultura política, la acción de los movimientos 
sociales, la voluntad política de los gobernantes y el sentido de compromiso colectivo 
frente a la democracia participativa. 

16. Es necesario institucionalizar espacios que permitan a la ciudadanía acceso a las ins-
tancias de gobierno nacional y local. Las organizaciones políticas y los líderes de todos 
los niveles de gobierno deben desplegar todo esfuerzo para que la sociedad recupere la 
confianza en la política y sean factor coadyuvante de la gobernabilidad y de la gober-
nanza, la sostenibilidad de los gobiernos y la participación profunda de la sociedad 
civil organizada, haciendo posible la democratización de la democracia, es decir, la 
construcción de una democracia de “alta intensidad”, posibilitando, de este modo, 
reducir los riesgos de crisis del sistema político. Y en este ámbito, la jurisprudencia 
constitucional y la labor de los jueces, tienen un rol decisorio como garantes de los 
derechos de participación.

17. La jurisprudencia constitucional, en el nuevo Estado constitucional de derechos y jus-
ticia diseñado por la Constitución de 2008 es un potente instrumento social, político 
y jurídico en manos de los jueces y de la ciudadanía, para favorecer los cambios y las 
innovaciones sociales en democracia que entraña el proyecto político contenido en la 
Constitución de 2008. 

18. Mediante el uso social de la jurisprudencia constitucional, es posible conservar las 
conquistas sociales y asegurar las transformaciones estructurales en una sociedad pro-
fundamente inequitativa, aumentar los niveles de exigibilidad de los derechos y una 
ciudadanía volcada a vivir realmente los derechos constitucionales, en un proceso per-
manente de transformación social basado en una política constitucional y una justicia 
progresista, que materialice los principios y valores de la Constitución. Mediante el uso 
jurídico, la jurisprudencia constitucional es una herramienta valiosa para garantizar 
la igualdad procesal, predictibilidad, uniformidad de la actuación de la justicia, la 
seguridad jurídica, y procurar acercar a la justicia a los problemas concretos e intereses 
sociales de la población. Mediante el uso político, los jueces otorgan legitimidad a la 
democracia y hace posible convertir a la justicia en una herramienta dinámica para la 
materialización de la Constitución y los límites del poder. 

19. La ciencia jurídica, los procesos tecnológicos e institucionales y la innovación, co-
nectados al potencial emancipatorio del Derecho, enfocado éste como praxis social 
compleja de la vida de los pueblos y el reconocimiento de su potencial transformador 
para satisfacer las demandas sociales reivindicatorias, y en particular las necesi-
dades humanas básicas del buen vivir, fundamentan los contornos de la dialéctica 
interrelación ciencia-tecnología-innovación, al servicio integral de la sociedad y la 
naturaleza.
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